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El gobierno central de Colombia ha desarrollado a partir del año 1994 una 
normatividad aplicable al sector de servicios públicos domiciliarios, específicamente 
para el de aseo. Asimismo, ha desarrollado sucesivamente instrumentos jurídicos 
que permitan mejorar la calidad de la prestación de dicho servicio. Muestra de ello, 
es el avance que ha tenido este sector a partir de la Ley 142 de 1994 y que 
actualmente se reglamenta a través del Decreto 2981 de 2013. Sin embargo, a pesar 
de la iniciativa gubernamental de articular las políticas de manejo de residuos desde 
el orden nacional hasta los niveles distrital y municipal, la Resolución 365 de julio de 
2013 cuya competencia se limita al Distrito Capital y la cual a la luz del Decreto 2981 
de 2013 expedido en el mes de diciembre del mismo año por la Presidencia de la 
Republica, presenta algunas diferencias, las cuales se abordan en el presente 
artículo con la pretensión de identificar posibles modificaciones normativas que 
logren coherencia a la normativa actual para la eficiente prestación del servicio 
público domiciliario de aseo a partir del cumplimiento normativo 
 
 







Since 1994, the Colombian Central Government has developed applicable 
regulations for the utilities sector, especially for city cleaning utility. Likewise, the 
Government has successively developed legal instruments in order to enable the 
improvement of the quality in the provision of this utility. Prove of that is the progress 
of this sector since the promulgation of the Law 142 of 1994 which is regulated by the 
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Decree 2981 of 2013. However, despite the Government's initiative to articulate waste 
management policies from National to local levels, the Resolution 365 of July 2013, 
whose competency is limited to the Capital District, has several differences from the 
Decree 2981 promulgated by the President of the Republic in December of the same 
year. These differences are presented and discussed in this article in order to identify 
possible modifications to give coherence to the existing regulations and therefore 
improve and make more efficient the city cleaning utility from a normative point of 
view. 
 







A partir de la Constitución Política de 1991 y la Ley 142 de 1994 se concretó en el 
país el punto de partida, hacia el robustecimiento y direccionamiento del marco 
normativo para la regulación del servicio público domiciliario de aseo, teniendo como 
horizonte el incremento de cobertura, calidad, eficiencia en la prestación del servicio 
público domiciliario de aseo. Como evidencia de lo anterior, la Superintendencia de 
Servicios Públicos Domiciliarios, basada en los resultados de la encuesta de hogares 
realizada por el Departamento Nacional de Estadísticas- DANE, señala que la 
cobertura promedio del servicio de aseo en los últimos cinco años ha sido de 96,5% 
para el área urbana y de 20,4% para la zona rural, con un incremento del 2,54% y del 
13,61% respectivamente entre los años 2008 a 2012 [7], lo que significa que 
aproximadamente 20 años después las estrategias implementadas por el gobierno 
central han ido alcanzando paulatinamente sus objetivos, específicamente aquellos  
relacionados con la cobertura del servicio. 
 
Para lograr tales resultados, paulatinamente el gobierno nacional se ha apoyado en 
la estructuración de una serie de herramientas normativas, relacionadas con el 
servicio público domiciliario de aseo, que a la fecha se han presentado como oleadas 





Esquema 1 Evolución del marco normativo en el sector del servicio público 
domiciliario de aseo en Colombia 
Fuente: Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio; (2014) 
 
 
Esto demuestra, que la implementación de la Política Nacional para la Gestión 
Integral de Residuos Sólidos, facilita direccionar los esfuerzos y recursos progresiva 
y coherentemente hacia el cumplimiento de sus objetivos, respecto de la gestión de 
residuos desde el gobierno central, y para lo cual en relación con el mismo se 
desarrollan e implementan programas y normas que permiten sustentar lo señalado, 









El desarrollo del presente artículo se basó en la revisión de fuentes secundarias de 
información, y el análisis de la normatividad vigente del sector de servicio público 
domiciliario de aseo. 
 
 




• Ley 99 de 1993 
• •Ley 142 de 1994 
• •Política para la Gestión Integral de Residuos Sólidos, 1998 
• •Reglamento Técnico de Agua Potable y Saneamiento Básico-RAS, 2000 
• •Decreto 1713 de 2002. - Establecimiento de los PGIRS como instrumento de gestión y planeación municipal. 
• •Marco tarifario para el sector 
2008-2010 
• CONPES 3530 de 2008. Lineamientos de Política para el Servicio Público de Aseo. 
• •Plan Nacional de Desarrollo 2006- 2010 (Ley 1151 de 2007); 
• •Planes Departamentales de Agua y Saneamiento Básico - 
2010-2014
  
• Plan de Desarrollo (Ley 1450 de 2011). 
• •Planes Departamentales para el Manejo Empresarial de los servicios de agua y saenamiento. PAP-PDA 
• •Actualización del Título F del RAS . Aseo Urbano. 2012. 
• •Decreto 2981 de 2013 - Actualización del Decreto 1713/02 
• •Actualización de la metodologías para los PGIRS 
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La revisión y análisis fueron basados en fuentes secundarias de información, como 
resultados del informe sectorial de la Superintendencia de Servicios Públicos, 
presentaciones para congresos del sector de residuos sólidos e informes 
presentados por el gobierno nacional respecto de su política de residuos sólidos.  
 
 
1.2 IDENTIFICACIÓN DE LA NORMATIVIDAD VIGENTE REFERENTE A LA 
PRESTACIÓN DEL SERVICIO PÚBLICO DOMICILIARIO DE ASEO DE 
ORDEN NACIONAL Y PARA EL DISTRITO CAPITAL  
 
 
Para el desarrollo del presente artículo se identificó la normatividad vigente en el 
sector de residuos sólidos, específicamente en la prestación del servicio público 
domiciliario de aseo y se consideró como prioridad la verificación de la coherencia 
entre el Decreto 2981 de 2013 expedido por el gobierno nacional en diciembre de 
2013 y la Resolución 365 de julio mismo año; esta última tiene su rango de 




2.  RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
 
En el mes de diciembre del año 2013 se expide el Decreto 2981 de 2013 "Por el cual 
se reglamenta la prestación del servicio público de aseo”; el cual deroga los Decretos 
1713 de 2002, 1140 de 2003 y 1505 de 2003 y el Capítulo I del Título IV del Decreto 
605 de 1996, ajusta los componentes del servicio público de aseo y establece los 
lineamientos para su prestación. 
 
Con este nuevo decreto, se pretenden regular vacíos identificados en la Política 
Nacional como son el aprovechamiento de los residuos susceptibles de tal actividad 
y la efectiva minimización en la generación de residuos, toda vez que dentro de las 
diferencias sustanciales con el anterior decreto, el 1713 de 2002 se encuentran: La 
inclusión como actividades del servicio y no como actividades complementarias del 
mismo, el corte de césped y poda de árboles en las vías y áreas públicas, la 
actividad de trasferencia, como actividades individuales, el tratamiento y el 
aprovechamiento de los residuos y finalmente el lavado de áreas públicas, y a su vez 
excluye la disposición final y la gestión de residuos peligrosos. 
 
Esta diferenciación de las actividades, como herramienta, permite al decreto ser más 
delimitado respecto de su alcance, las competencias y obligaciones de cada uno de 
los entes sobre los cuales tiene aplicación, lo cual también se amplió respecto del 
anterior decreto en el sentido que no solo involucra las personas prestadoras del 
servicio público domiciliario de aseo, consagradas en el la Ley 142 de 1994, si no 
que promueve la recolección selectiva, por cuanto pueden existir prestadores del 
servicio para residuos aprovechables y no aprovechables, usuarios del servicio, la 
Superintendencia de Servicio Públicos Domiciliarios, la Comisión de Regulación de 
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Agua potable y Saneamiento Básico, entidades territoriales y demás entidades con 
funciones sobre este servicio, tal como se describe en el Articulo 1 del mismo. 
 
Por ejemplo, la especificidad respecto a las actividades de corte y poda y lavado, se 
ven relacionadas con el establecimiento de un marco tarifario que las incluya y que 
vía tarifa la persona prestadora que asuma este servicio pueda recuperar los costos 
de la prestación del servicio de manera integral incluyendo tales actividades, lo que 
repercute en menos responsabilidad sobre estas a los entes territoriales, como 
ocurría anteriormente, dado que en la mayoría de los municipios del país estas 
actividades son asumidas por estos.  
 
A su vez, en la medida que se implementan estas nuevas disposiciones se facilita a 
los entes territoriales cumplir sus obligaciones respecto de la prestación de los 
servicios públicos, dispuestas en el Artículo 5 de la Ley 142 de 1992, lo cual está en 
el artículo 96 del decreto 2981 de 2013, “Obligaciones de los municipios y distritos”. 
En la medida que su actuación no sea como persona prestadora del servicio, si no 
como ente de vigilancia y apoyo; esto considerando que los privados o empresas 
mixtas que asuman la prestación del servicio pueden tener mayor viabilidad 
financiera siempre y cuando el marco tarifario contemple integralmente las 
actividades en que incurre el prestador para cumplir con la prestación del servicio y 
garantice sostenibilidad económica. De esto cumplirse se lograría hacer más 
atractivo este sector para los privados como estrategia para estrechar la brecha de 
cobertura y de calidad entre las áreas urbanas y rurales, procurando se cumpla con 
los objetivos de calidad y continuidad establecidos por el gobierno nacional. 
 
Continuando con las novedades del Decreto 2981 de 2013, respecto del anterior 
Decreto 1713 de 2002, se excluyen los servicios especiales de aseo y se contempla 
como vehículo recolector, no solo el compactador para recolección de residuos 
sólidos ordinarios, si no también aquellos usados para la recolección de residuos 
aprovechables, lo anterior, en coherencia con el artículo 3, “Principios básicos para la 
prestación del servicio de aseo”, en el cual se establece: “(…) desarrollar una cultura 
de la no basura, minimizar y mitigar el impacto en la salud y en el ambiente (…)”, lo 
cual permite responder a las necesidades identificadas en la Política Nacional para la 
Gestión Integral de Residuos Sólidos como es entre otras, la necesidad de 
desarrollar acciones concretas en aspectos regulatorios, institucionales y 
presupuestales que den respuesta a los requerimientos de la Corte Constitucional 
frente a la inclusión de la población de recicladores; particularmente en términos de 
obligaciones y financiación de estas acciones en el marco del servicio público de 
aseo. 
 
Así pues, se va identificando la pertinencia del Decreto analizado en la medida que 
genera un punto de partida específico para ampliar las disposiciones de la prestación 
del servicio, y que a su vez permite consolidar el sector en la media que se concreten 
los periodos de transición y las empresas prestadoras respondan a las disposiciones 




Como ejemplo, la exigencia a las empresas de servicios públicos de aseo, de 
implementar programas de gestión del riesgo que contemplen todas las actividades 
del servicio y que deba ser entregado a la Superintendencia de Servicios Públicos 
permite integrar las competencias de las entidades involucradas en el sector. Otra 
manera de evidenciar esto, se logra por medio de los  programas de prestación de 
aseo que deben estar en concordancia con los Planes de Gestión de Residuos 
Sólidos (PGIRS)  a cargo de los entes territoriales, es decir, que los entes territoriales 
deben ser los pioneros en desarrollar una planeación y gestión de los residuos 
generados por sus habitantes en el marco de los planes de ordenamiento y de los 
limites normativos, sin dejar de un lado los objetivos nacionales. En síntesis,  son los 
entes territoriales los que partiendo de una política nacional enmarcada en un 
contexto local, definen la gestión de los residuos a la cual deben acogerse los 
prestadores del servicio. Esto no indica en ningún momento desarticulación, por el 
contrario permite el análisis de unas condiciones específicas para así generar 
soluciones, programas y alternativas de gestión dentro de unos lineamientos 
encuadrados por la política nacional y como ejemplo de esta, el decreto 2981 de 
2013 el cual contempla una visión integral y una articulación normativa del sector. 
 
De acuerdo con lo señalado, es importante detenerse a resaltar que el Decreto 2981 
de 2013 otorga un rol fundamental al PGIRS lo cual se evidencia en el título III 
“Gestión integral de los Residuos Sólidos”. Esto reafirma su importancia, tal como se 
mencionó anteriormente, más aun si se tiene en cuenta que este se encuentra 
definido como “instrumento de planeación municipal que contiene un conjunto 
ordenado de objetivos, metas, programas proyectos, actividades y recursos definidos 
por uno o más entes territoriales para el manejo de los residuos sólidos, basado en la 
política de gestión integral de los mimos. (…)” [6].  
 
En este orden de ideas el decreto vigente, Decreto 2981 de 2013, busca sintetizar y 
articular la política nacional de residuos sólidos en la medida que otorga relevancia y 
presenta los Planes de Gestión de Residuos Sólidos como la primera herramienta de 
planeación para la adecuada gestión de los residuos en el territorio local y la cual 
logra respaldar su ejecución y relevancia  por las directrices descritas en el decreto, 
el cual, a su vez, articula la participación y competencia de cada uno de los actores 
mencionados en el ámbito de aplicación del mismo. 
 
Ejemplo de lo anterior es que el artículo 11 introduce el programa para la Prestación 
del Servicio de Aseo, este reza: 
 
(…) Las personas prestadoras del servicio público de aseo deberán formular e 
implementar el Programa para la Prestación del Servicio acorde con el Plan de 
Gestión Integral de Residuos del municipio o distrito y/o regional según el 
caso, la regulación vigente y lo establecido en este decreto. 
 
Para efectos de la formulación de este programa, las personas prestadoras 
definirán: objetivos, metas, estrategias, campañas educativas, actividades y 
cronogramas, costos y fuentes de financiación de acuerdo con los 
lineamientos definidos por el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio. Este 
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programa igualmente deberá definir todos los aspectos operativos de los 
diferentes componentes del servicio que atienda el prestador el cual deberá 
ser objeto de seguimiento y control por parte de la Superintendencia de 
Servicios Públicos (…)” [6] 
 
Lo citado demuestra como los esfuerzos del gobierno nacional por consolidar una 
política nacional para la gestión de los residuos sólidos ha logrado llegar a escala 
local sin desfigurar los objetivos nacionales que buscan mejorar el servicio desde la 
óptica de la cobertura, calidad, eficiencia y sostenibilidad en el servicio público de 
aseo. Adicionalmente se han articulado las entidades públicas desde sus 
competencias, como es el caso de la Superintendencia de Servicios Públicos, a la 
cual se le otorgan herramientas más concretas para la ejecución de sus objetivos 
misionales como es la vigilancia de la adecuada prestación de los servicios públicos, 
en este caso el servicio público domiciliario de aseo. 
 
Ahora bien, sí desde esta perspectiva se da una mirada a la Resolución 365 de 2013 
se encuentra que desfigura lo anteriormente expuesto en la medida que la misma 
nace de una necesidad concreta de respaldar los contratos de prestación del servicio 
público de aseo en el Distrito Capital celebrados entre la Unidad Administrativa 
Especial de Servicios Públicos UAESP, y la empresa de Acueducto y Alcantarillado 
de Bogotá – EAAB a partir del mes de octubre 2012 y desde el mes de diciembre 
2012 con los operadores privados Ciudad Limpia S.A. E.S.P., Aseo Capital S.A. 
LIME S.A. E.S.P. y ATESA, una vez terminados los contratos de concesión con 
asignación de áreas de servicio exclusivo vigentes hasta diciembre de 2012 y no 
directamente de la necesidad de sustentar un Plan de Gestión Integral de Residuos 
Sólidos Distrital el cual fue expedido en el año 2004 (adoptado mediante la 
resolución 132 de 2004 y que a la fecha se encuentra vigente), tal y como es el 
enfoque que el Decreto 2981 de 2013 ha incorporado en la administración de este 
servicio público.  
 
Lo anterior se encuentra argumentado en el considerando que reza en la resolución: 
 
“(…) que en el contrato 017 de 2012, suscrito con la EAAB, en su cláusula No. 5, 
se estipulo que el Reglamento Técnico y Operativo, Comercial Y Financiero se 
entiende incorporado al texto del contrato. Que los contratos suscritos  con los 
operadores privados (…), se estipulo que “El Reglamento Técnico y Operativo, 
Comercial tendrá fuerza vinculante una vez las partes acuerden su contenido y su 
alcance (…)” 
 
En este sentido, vale la pena mencionar que en el numeral “4.1 Reglamento Técnico 
Operativo del Servicio” de la resolución analizada, se mencionan las disposiciones 
normativas concordantes con lo allí descrito y no se menciona la resolución de 
adopción del PGIRS, la resolución 132 de 2004  por cuanto esta omisión permite 
inferir que no se encuentra completamente articulada con el Plan de Gestión actual 
para el Distrito Capital y esto se evidencia en la medida que la resolución al referirse 
a las frecuencias de prestación del servicio en la actividad de recolección cita los 




Retomando lo descrito en el esquema 1, se espera que la normativa local acoja, 
concrete y articule los objetivos puntuales en el marco nacional, por tanto se 
esperaría que esta partiese de lo vigente como es el Título F del Reglamento Técnico 
para el sector de Agua Potable y Saneamiento Básico (RAS)  del año 2012 y Decreto 
2981 de 2013, sin embargo, la Resolución 365 de 2013 al ser una extensión de unos 
contratos incurre en una serie de especificaciones que obedecen más a unas 
necesidades administrativas que a una materialización del PGIRS como fuera de 
esperarse y que termina introduciendo una serie de presuntas contradicciones entre 
las dos normas y un punto de partida fundamental para establecer estas 
contradicciones es que la resolución fue expedida en el mes de julio y el decreto en 
el mes de diciembre por cuanto esta se fundamentó principalmente en el decreto 
1713 de 2002 el cual fue reemplazado por el decreto de análisis.  
 
Así mismo debe tenerse en cuenta en el siguiente análisis que la resolución 365 de 
2013 aplica para prestadores y operadores del servicio público domiciliario de aseo y 
no hace referencia a las personas prestadoras del servicio de recolección de 
residuos aprovechables, esto en concordancia con lo requerido por la Corte 
Constitucional frente a la inclusión de la población de recicladores; particularmente 
en términos de obligaciones y financiación de estas acciones en el marco del servicio 
público de aseo, lo cual está a cargo del ente territorial del Distrito Capital y no se 
encuentran vinculados con los prestadores y operadores que actualmente prestan el 
servicio en este territorio. 
 
Partiendo de lo expuesto y a la luz de la Política Nacional para la Gestión Integral de 
Residuos Sólidos se pueden destacar las siguientes discrepancias entre la resolución 
365 de 2013 y el Decreto 2981 del mismo año. 
 
La resolución 365 de 2013 hace una diferenciación entre prestador y operadores 
mientras que el Decreto se refiere a persona prestadora del servicio público de aseo. 
Esto da lugar a exclusiones respecto de responsabilidades que establece el Decreto, 
toda vez que según la definición de la Resolución el operador se limita a las 
actividades operativas lo que genera un vacío normativo, pues esto no se encuentra 
especificado en el artículo 15 de la Ley  142 de 1994 y da lugar a posibles 
exclusiones de responsabilidades relacionadas con el alcance del Decreto, toda vez 
que este compete a las personas prestadoras y no hace mención específica a los 
términos prestadores u operadores.  
 
El artículo 31 del Decreto 2981 de 2013 se refiere al establecimiento de macrorrutas 
y microrrutas lo cual se encuentra en coherencia con lo descrito en Título F del RAS. 
Aseo Urbano – 2012. Sin embargo, no se encuentra de manera específica en la 
Resolución por cuanto surge la necesidad de adaptar los contratos y actualizar la 
Resolución 365 de 2013 de modo que se garantice coherencia entre las normas 
vigentes, y a su vez se logre cumplir con el establecimiento de macrorrutas y 
microrruta, lo cual va en coherencia con la gestión integral de residuos y la 
implementación del PGIRS y el marco tarifario en la medida que es una herramienta 




Respecto del cumplimiento de las rutas establecidas para la prestación del servicio, 
la resolución indica en su numeral 4.1.1.3 que cualquier cambio debe ser informado 
“con al menos quince (15) días calendario de antelación” a diferencia del decreto que 
en su artículo 35 permite que los cambios sean comunicados con tres días de 
anterioridad.  Al analizar estas dos posiciones se puede favorecer lo dispuesto por la 
resolución si se presume que un plazo de quince días permite una mayor difusión de 
la información lo que favorecería garantizar que los usuarios afectados tengan 
oportunidad de adaptarse al cambio y se logren menos traumatismos generados por 
el cambio de rutas y horarios. 
 
Respecto al almacenamiento y presentación de los residuos para su recolección, el 
decreto destina el capítulo II a reglamentar las obligaciones de los usuarios, así como 
las características de los recipientes, sistemas de almacenamiento y los sitios de 
ubicación de las cajas de almacenamiento, pero al verificar el numeral 4.1.1.6 de la 
resolución este indica que “(…) cuando las necesidades de almacenamiento así lo 
requieran, el servicio a estos usuarios será prestado mediante el uso de recipientes 
apropiados como cajas contenedoras y cuartos de almacenamiento de residuos 
sólidos, cuyas características serán establecidas por el operador, de forma que sean 
compatibles con el sistema de recolección”.  Si bien es cierto que se debe dar 
cumplimiento a lo establecido en el decreto es de destacar que es importante el 
criterio del prestador del servicio para garantizar calidad en cuanto que las 
condiciones de las cajas de almacenamiento y sitios deben ser compatibles con los 
recursos de los cuales este dispone.  
 
Lo anterior, permite revelar las contradicciones que existen entre la norma de 
escritorio y aquella que está sujeta a la realidad de  la prestación del servicio, debido 
a que en ocasiones a pesar de los esfuerzos por el cumplimento normativo, las 
características de la población, geográficas, climáticas, de disponibilidad de recursos 
y herramientas o incluso la cantidad y tipo  de residuos no permiten, facilitan o 
concuerdan con lo requerido por la norma y el resultado es una imposibilidad de 
adaptar la prestación del servicio en un cien por ciento a lo regulado, por cuanto, este 
tipo de condicionamientos de acuerdos entre el prestador y el usuario resultan ser 
una herramienta importante para la adaptación de la norma y facilitar su 
cumplimiento. 
 
En el artículo 41 del Decreto 2981 de 2013 se indica que “(…) los residuos de barrido 
no podrán permanecer en las calles por más de ocho (8) horas una vez se hace la 
presentación para transportarlos”, sin embargo la Resolución da un tiempo de doce 
12 horas una vez realizado el barrido. En este orden de ideas al dar cumplimiento a 
la Resolución se podría incurrir en un incumplimiento del Decreto cuando la 
recolección se realiza en un lapso entre las ocho y las doce horas.  
 
Un punto importante a resaltar y que a pesar de que en la resolución 365 de 2013 en 
el numeral 5.1.3 se describen las especificaciones para un programa de gestión 
social que se enfoque en los puntos críticos, este no describe autores externos al 
operador, a diferencia del artículo 46 del Decreto 2981 de 2013 donde se introduce 
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un concepto interesante como es el “censo de puntos críticos” toda vez que indica el 
proceder por parte del prestador cuando reza: “(…) realizaran operativos de limpieza 
y remitirán la información a la entidad territorial y la autoridad de policía para efectos 
de lo previsto en la normatividad vigente (…)”  al involucrar otras entidades como la 
policía y el ente territorial, reconoce que la erradicación de puntos críticos es de 
competencia de varios actores y va más allá de la sensibilización ciudadana. 
Enhorabuena, este artículo permite dar respaldo a la Ley 1259 de 2008, de la cual se 
podría decir que ha tenido una implementación tardía si se considera que en Distrito 
Capital esta se reglamentó en el año 2014, por medio del decreto 349.   
 
A pesar de que se realizó una comparación de normas que fueron expedidas de 
manera casi simultánea, lo que impidió la influencia del Decreto sobre la resolución, 
queda en evidencia que la resolución 365 de 2013 es susceptible a cambios que 
permitan incluir las nuevas disposiciones del Decreto 2981 de 2013 bajo el criterio 
del cumplimiento del Marco de Gestión Ambiental y Social del Programa Nacional 
para el Manejo de Residuos Sólidos, sin que este se desarticule de las necesidades 








La Resolución 365 de 2013 introduce definiciones que dan origen a posibles vacíos 
normativos en el alcance del Decreto 2981 del mismo año, respecto de la 
competencia de las personas prestadoras del servicio público de aseo, en cuanto no 
se encuentran discriminadas como prestadores y operadores en la Ley 142 de 1994. 
 
A pesar de que la resolución 365 de 2013 es de orden local esta debe acoger las 
disposiciones del decreto 2981 de 2013 respecto del establecimiento de microrrutas 
y macrorrutas. 
 
Es importante realizar una actualización de la resolución 365 de 2013 de modo que 
se minimicen las contradicciones con el actual decreto 2981 del mismo año y a su 
vez permitan integrar las disposiciones del mismo en el contexto local. 
 
El gobierno nacional colombiano ha desarrollado un marco normativo regulatorio del 
servicio público domiciliario de aseo, que si bien puede ser susceptible de mejoras, 
este  ha ido progresivamente respondiendo a las necesidades concretas de mejorar 
la calidad y cobertura del servicio así como la especificación del servicio 
dependiendo de las características de los residuos sólidos.  
 
Si bien el decreto 2981 de 2013 consolida el PGIRS como instrumento guía para la 
gestión de los residuos se debe resaltar que para que esto sea coherente, este debe 
estar actualizado con los POT y planes de desarrollo. 
 
El decreto 2981 de 2013 favorece la introducción de empresas privadas a la 
prestación del servicio público de aseo en la medida que establece la necesidad de 
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